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En la 2897a. sesión, celebrada el 8 de diciembre de 1989 
con arreglo al entendimiento alcanzado en las consultas pre-
vias al Consejo, el Presidente dijo que, tras las consultas cele-
bradas entre los miembros del Consejo, se le había autorizado 
a formular la siguiente declaración en nombre del Consejo16:

Los miembros del Consejo de Seguridad, tras escuchar las 
declaraciones formuladas por los representantes de El  Salvador y 
Nicaragua en la 2896a. sesión del Consejo de Seguridad, celebrada 
el 30 de noviembre de 1989, expresan su grave preocupación por la 
actual situación en Centroamérica, y en particular, por los nume-
rosos actos de violencia que han causado pérdida de vidas y sufri-
mientos entre la población civil.

Los miembros del Consejo reiteran su firme apoyo al proceso 
de Esquipulas para un arreglo pacífico en Centroamérica y hacen 
un llamamiento a todos los Estados para que contribuyan a la ur-
gente aplicación de los acuerdos concertados por los cinco Presiden-
tes centroamericanos. A este respecto, los miembros del Consejo 
acogen con agrado el anuncio de los cinco Presidentes centroame-
ricanos de que se reunirán los días 10 y 11 de diciembre en San José 
a fin de analizar, en el marco del proceso de paz de Esquipulas, las 
soluciones a los problemas que enfrentan.

Los miembros del Consejo consideran que los cinco Presi-
dentes centroamericanos son los que tienen la responsabilidad pri-
mordial de buscar soluciones para los problemas de la región, de 
conformidad con los Acuerdos de Esquipulas. En consecuencia, 
reiteran su llamamiento a todos los Estados, incluidos aquellos que 
tienen vínculos con la región e intereses en ella, para que se absten-
gan de toda medida que pueda obstaculizar el logro mediante nego-
ciaciones de una solución real y duradera en Centroamérica.

Los miembros del Consejo de Seguridad instan a todas las 
partes a que cooperen en la búsqueda de la paz y una solución 
política.

Asimismo, expresan su firme apoyo a los esfuerzos que rea-
lizan el Secretario General de las Naciones Unidas y el Secretario 
General de la Organización de los Estados Americanos en el pro-
ceso de paz. En particular, reiteran su pleno apoyo al Secretario 
General de las Naciones Unidas en el ejercicio de las misiones que 
le han encomendado la Asamblea General y el Consejo de Seguri-
dad, así como al pronto despliegue del Grupo de Observadores de 
las Naciones Unidas en Centroamérica.

16 S/21011.

En una nueva declaración, el representante de El Sal-
vador, rechazó las acusaciones que habían sido formuladas 
por el representante de Nicaragua e hizo hincapié en el com-
promiso constitucional de su Gobierno con los derechos hu-
manos13.

El representante de los Estados Unidos lamentó te-
ner que hablar para denunciar como infundados los cargos 
presentados por Nicaragua contra su país. La “guerra” del 
FMLN contra el Gobierno de El Salvador democráticamen-
te elegido se había intensificado de forma tangible, alentada 
por los Gobiernos de Nicaragua y Cuba. En violación de los 
acuerdos centroamericanos, el Gobierno de Nicaragua se-
guía suministrando armas al FMLN. El representante de los 
Estados Unidos hizo un llamamiento a ese Gobierno para 
que acatara el espíritu de los acuerdos e insistió en que su 
país apoyaba el proceso de democratización y de paz consa-
grado en los Acuerdos Esquipulas. Su asistencia económica, 
militar y humanitaria a El Salvador se dirigía a un Gobierno 
constitucionalmente elegido para apoyar el proceso de paz 
y se utilizaba para contrarrestar los daños causados por la 
guerrilla y sus ataques a la economía y la infraestructura. 
En cuanto a la asistencia prestada por los Estados Unidos a 
la “resistencia” nicaragüense, toda ayuda letal había cesado, 
en cumplimiento del proceso de Esquipulas; en el Acuerdo 
de Tela se permitía concretamente el suministro de asisten-
cia humanitaria. Por último, afirmó que los Estados Uni-
dos mantenían su compromiso de apoyar al Gobierno de 
El Salvador democráticamente elegido en su lucha contra las 
tácticas violentas y terroristas del FMLN respaldadas por el 
régimen sandinista14.

El representante de Nicaragua, en una nueva declara-
ción, instó a los Estados Unidos a que dejaran de interferir en 
la política interna de Nicaragua y promovieran oportunida-
des para que los centroamericanos resolvieran por sí mismos 
sus propios problemas15.

13 Ibíd., pág. 52.
14 Ibíd., págs. 53 a 56.
15 Ibíd., págs. 56 a 58.

11. Temas relacionados con Cuba
Actuaciones iniciales

A. Carta, de fecha 2 de febrero de 1990, dirigida 
al Presidente del Consejo de Seguridad 
por el Representante Permanente de Cuba 
ante las Naciones Unidas

En una carta de fecha 2 de febrero de 1990 dirigida al Pre-
sidente del Consejo de Seguridad1, el representante de Cuba 
pedía que se convocara una reunión del Consejo para exami-
nar “el hostigamiento y ataque armado perpetrado por una 
nave del Servicio de Guardacostas del Gobierno de los Esta-
dos Unidos de América contra un buque mercante cubano 
en aguas del Golfo de México”. Cuba argumentaba que esa 
acción constituía no sólo una violación del derecho interna-

1 S/21120.

cional sino también un acto de piratería que ponía en peligro 
la paz y la seguridad internacionales.

En una carta de fecha 3 de febrero de 1990 dirigida al 
Secretario General2, el representante de Cuba remitió los tex-
tos de dos notas de fechas 31 de enero y 1° de febrero de 1990, 
dirigidas a la Sección de Intereses de los Estados Unidos en 
la Embajada de Suiza en La Habana por el Ministerio de Re-
laciones Exteriores de Cuba. Este país protestaba contra las 
“acciones ilegales” del Servicio de Guardacostas de los Es-
tados Unidos, uno de cuyos barcos había disparado contra 
el buque mercante Hermann y había intentado hundirlo a 
primeras horas del 31 de enero cuando éste, arrendado por 
una empresa cubana y tripulado por cubanos, navegaba en 

2 S/21121.



292 Repertorio de la práctica del Consejo de Seguridad—Suplemento 1989-1992

aguas internacionales procedentes de Cuba con dirección a 
México. Señalaba que el Gobierno de Cuba había respaldado 
la decisión del capitán y la tripulación del Hermann de resis-
tir los “intentos de abordaje pirata” del Servicio de Guarda-
costas. Además, Cuba rechazaba las explicaciones dadas por 
el Departamento de Estado de los Estados Unidos de que el 
intento de abordaje y el posterior ataque formaran parte de 
una operación de lucha contra el tráfico de drogas. Por lo 
tanto, condenaba el ataque como una violación de la liber-
tad de navegación en aguas internacionales y de los derechos 
humanos de sus ciudadanos, cuyas vidas había puesto en pe-
ligro. Cuba exigía que los Estados Unidos pusieran fin a di-
chos actos de provocación y agresión y repararan totalmente 
los daños causados.

En una carta de fecha 3 de febrero de 1990 dirigida al 
Secretario General3, el representante de los Estados Unidos 
proporcionó el relato detallado de su Gobierno del inciden-
te ocurrido el 31 de enero. Las autoridades del Servicio de 
Guardacostas habían pedido permiso para abordar e inspec-
cionar el Hermann, ya que tenían motivos para sospechar 
que llevaba a bordo estupefacientes u otros artículos de con-
trabando. Cuando el capitán denegó el permiso, los Estados 
Unidos pidieron y recibieron permiso del Estado del pabe-
llón, Panamá, para detener e inspeccionar el buque. El barco 
del Servicio de Guardacostas recurrió a la fuerza en forma 
autorizada y apropiada, y sólo después de que el capitán si-
guiera rehusando detenerse y tras agotar todos los medios 
internacionalmente reconocidos para detener al Hermann. 
La actividad llevada a cabo por los Estados Unidos se había 
ajustado plenamente al derecho marítimo internacional y a 
los procedimientos vigentes al respecto. En la carta se hacía 
hincapié en que el Consejo de Seguridad no debía gastar su 
valioso tiempo examinando esa cuestión, que “de ninguna 
manera” entrañaba “una amenaza a la paz y la seguridad in-
ternacionales”.

En una carta de fecha 5 de febrero de 1990 dirigida al 
Secretario General4, el representante de Panamá confirmó 
que el barco en cuestión enarbolaba el pabellón de su país 
y que el Gobierno de Panamá había concedido permiso ex-
preso a las autoridades de los Estados Unidos para que lo 
abordaran e inspeccionaran. Panamá aceptaba que, en esos 
casos, se podían e incluso se debían, adoptar todas las medi-
das necesarias, incluido el uso de la fuerza.

En su 2907a. sesión, celebrada el 9 de febrero de 1990, 
el Consejo incluyó en su orden del día la carta del represen-
tante de Cuba de 2 de febrero de 1990. Tras la aprobación del 
orden del día, el Presidente (Cuba) señaló a la atención de los 
miembros del Consejo las comunicaciones mencionadas en 
relación con ese asunto de los representantes de Cuba y de 
los Estados Unidos, de fecha 3 de febrero de 1990, y de Pana-
má, de fecha 5 de febrero de 19905. Antes de tratar el tema, 
el Presidente decidió ejercer sus facultades discrecionales en 
virtud del artículo 20 del reglamento provisional del Consejo 
y dejar la Presidencia durante el debate del tema, ya que se 
refería a un asunto que afectaba directamente a su país. Así 
pues, cedió la Presidencia al representante de la República 
del Yemen.

3 S/21122.
4 S/21127.
5 S/21121, S/21122 y S/21127.

El representante de Cuba ofreció una relación deta-
llada de la operación realizada contra el buque mercante 
Hermann que, según dijo, había tenido lugar en aguas inter-
nacionales, a cientos de millas del territorio de los Estados 
Unidos. Rechazó el argumento de los Estados Unidos de que 
el Gobierno de Cuba era responsable del incidente y afirmó 
que estaba justificado el rechazo de Cuba a permitir que el 
Servicio de Guardacostas de los Estados Unidos inspeccio-
nara el Hermann. No aceptó que las autoridades paname-
ñas hubieran autorizado la conducta de los Estados Unidos y 
criticó el recurso selectivo a una convención sobre estupefa-
cientes que aún no había entrado en vigor6. Sostuvo que los 
Estados Unidos habían violado abiertamente la Carta de las 
Naciones Unidas, la Convención sobre la Alta Mar de 19587 
y la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar8, y había ignorado las declaraciones y resoluciones de la 
Asamblea General relativas a la coexistencia pacífica entre 
los Estados. Además, habían cometido delitos de piratería y 
terrorismo de Estado. Por último, el orador denunció que el 
incidente formaba parte de la política de los Estados Unidos 
de injerencia y agresión en una región del mundo a la que 
pretendía seguir tratando como si fuera su propio espacio. 
Esa política representaba una clara amenaza a la paz y la se-
guridad internacionales; en consecuencia, el Consejo debía 
adoptar las decisiones necesarias para ponerle fin9.

El representante de los Estados Unidos dijo que su Go-
bierno se oponía firmemente a que un caso rutinario de pro-
hibición de drogas mereciera ser examinado por el Consejo 
de Seguridad. Ese tipo de operación era habitual, frecuente 
y un componente esencial de la lucha contra los traficantes 
internacionales de drogas. En opinión de su Gobierno, era 
Cuba quien había violado el derecho internacional al interfe-
rir con los derechos y las obligaciones del Estado del pabellón 
y ordenar a una tripulación cubana oponerse a la inspección 
lícita. Por otro lado, las medidas adoptadas por los Estados 
Unidos habían contado con la autorización del Estado del 
pabellón10 y se ajustaban al derecho internacional consuetu-
dinario y la práctica habitual, tal como se recogía en distin-
tos tratados11. Su Gobierno no veía ninguna razón para que 
el Consejo examinara esa cuestión rutinaria de aplicación de 
la ley, que en modo alguno amenazaba la paz y la seguridad 
internacionales12.

El representante de Cuba formuló una nueva declara-
ción en la que reiteró varios de sus argumentos anteriores. A 
continuación el Presidente dijo que la siguiente reunión del 
Consejo para continuar examinando ese tema se fijaría en 
consulta con los miembros del Consejo13.

6 Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de 
Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas. Si bien la Convención no es-
taba todavía en vigor, había sido firmada por Cuba, los Estados Unidos y 
Panamá.

7 Artículo 22, párr. 1.
8 Artículos 88 y 89.
9 S/PV.2907, págs. 7 a 25.
10 S/21127.
11 Convención sobre la Alta Mar de 1958, artículo 6; Convención de 

las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, artículo 92; Convención de 
las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Psicotrópicas (pendiente de entrar en vigor), artículo 17, párrs. 1, 3 y 4.

12 S/PV.2907, págs. 26 a 37.
13 Ibíd., pág. 46.
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en cuenta la obligación que a este respecto tenía el Consejo 
a tenor también del Artículo 24 de la Carta. Observó que de 
ese derecho y de esa obligación había dimanado una práctica 
bien establecida y generalmente respetada desde la creación 
de las Naciones Unidas que ningún miembro del Consejo 
podía ignorar o intentar adulterar. Como la reunión aún no 
había sido convocada, presentaba informaciones adicionales 
que ilustraban por qué el Consejo tenía el deber de examinar 
ese asunto y adoptar medidas prontas y eficaces al respecto.

En una carta de fecha 13 de mayo de 1992 dirigida al 
Presidente del Consejo de Seguridad17, el representante de 
Cuba reiteró la solicitud de su país de que se convocase una 
reunión. También afirmaba que, contrariamente a lo que se 
daba a entender, el Consejo aún no había adoptado ninguna 
decisión con relación a su carta de fecha 27 de abril puesto 
que no había celebrado ninguna reunión desde esa fecha.

En su 3080a. sesión, celebrada el 21 de mayo de 1992, 
el Consejo incluyó en el orden del día la carta de fecha 27 de 
abril del representante de Cuba y examinó la cuestión en la 
sesión. El Consejo invitó al representante de Cuba, a peti-
ción de este, a participar en las deliberaciones sin derecho 
de voto.

El Presidente (Austria) señaló a la atención de los 
miembros del Consejo varios documentos18, incluido un 
proyecto de resolución presentado por Cuba19. En el preám-
bulo del proyecto de resolución, el Consejo, entre otras cosas, 
habría reafirmado su convicción de que la represión de los 
actos de terrorismo internacional, incluidos aquellos en que 
participaban directa o indirectamente Estados, era indis-
pensable para el mantenimiento de la paz y la seguridad in-
ternacionales, y que, de conformidad con el Artículo 2 de la 
Carta, todo Estado tenía el deber de abstenerse de organizar 
o instigar actos de terrorismo en otro Estado, ayudar a tales 
actos, participar en ellos o consentir actividades organizadas 
en su territorio para la comisión de tales actos, cuando tales 
actos implicasen la amenaza o el uso de la fuerza. En la parte 
dispositiva del proyecto de resolución, el Consejo, actuando 
con arreglo al Capítulo VII de la Carta, habría, entre otras 
cosas, condenado el sabotaje al avión de Cubana de Aviación; 
exhortado al Gobierno de los Estados Unidos a que entre-
gara al Consejo, por conducto del Secretario General, toda 
la información y pruebas que poseyera sobre ese sabotaje y 
sobre quienes lo hubieran planificado, dirigido y ejecutado; 
y pedido al Secretario General que procurara la cooperación 
del Gobierno de los Estados Unidos con miras a que propor-
cionara toda información y pruebas y facilitara el esclareci-
miento de ese sabotaje y el castigo de los responsables a fin de 
contribuir a la eliminación del terrorismo internacional.

En la misma sesión, el representante de Cuba reiteró 
la afirmación de su Gobierno de que las dos personas que 
habían planeado la explosión del avión civil cubano no ha-
bían sido castigadas y se encontraban en los Estados Unidos. 
También afirmó que el Gobierno de los Estados Unidos po-
seía información y pruebas sobre el incidente que no había 
hecho públicas pese a sus obligaciones jurídicas y éticas y 
pese a que la Organización de Aviación Civil Internacional 
había pedido a todos los Estados que actuasen con energía 

17 S/23913.
18 S/23846, S/23890, S/23912 y S/23913.
19 S/23990. El proyecto de resolución no se sometió a votación.

B. Carta, de fecha 27 de abril de 1992, dirigida 
al Presidente del Consejo de Seguridad 
por el Representante Permanente de Cuba 
ante las Naciones Unidas

En una carta de fecha 27 de abril de 1992 dirigida al Presi-
dente del Consejo de Seguridad14, el representante de Cuba 
solicitó que se convocara, a la brevedad posible, una reunión 
del Consejo para examinar las acciones terroristas que se lle-
vaban a cabo contra la República de Cuba y que eran promo-
vidas, alentadas o toleradas por las autoridades estadouni-
denses. Entre las actividades que se habían estado llevando a 
cabo durante más de tres décadas, mencionó la destrucción 
en pleno vuelo, cerca de Barbados, el 6 de octubre de 1976, de 
un avión civil cubano que había segado la vida de las 73 per-
sonas que se encontraban a bordo. Las personas que habían 
urdido esta atrocidad todavía no habían sido castigadas y se 
encontraban bajo la protección del Gobierno de los Estados 
Unidos. El representante de Cuba recordó que, en 1992, el 
Consejo había declarado su voluntad de eliminar el terroris-
mo internacional. En la declaración de la Presidencia emiti-
da el 31 de enero de 1992, con ocasión de la reunión del Con-
sejo a nivel de Jefes de Estado y de Gobierno, los miembros 
del Consejo habían expresado su profunda preocupación por 
los actos de terrorismo internacional y habían subrayado la 
necesidad de que la comunidad nacional se ocupara eficaz-
mente de ellos. En la resolución 748 (1992), además, el Con-
sejo había reafirmado que todo Estado tenía el deber de abs-
tenerse de organizar o instigar actos de terrorismo en otro 
Estado, ayudar a tales actos, participar en ellos o consentir 
actividades organizadas en su territorio para la comisión de 
tales actos cuando tales actos implicaran la amenaza o el uso 
de la fuerza. La expresión “todo Estado” abarcaba también 
a los que integraban el Consejo de Seguridad, especialmen-
te a sus miembros permanentes. Por lo tanto, el Consejo de 
Seguridad tenía la obligación de condenar las acciones te-
rroristas de las que era responsable el Gobierno de los Esta-
dos Unidos, así como de exigir que ese país entregara a los 
tribunales cubanos a las dos personas cuyos nombres había 
citado y adoptara medidas inmediatas para eliminar com-
pletamente las actividades terroristas que se realizaban con-
tra Cuba desde el territorio estadounidense. Cuba, que había 
condenado los ataques contra el vuelo 103 de Pan Am y el 
vuelo 772 de Union de transport aériens15, exigía ahora que 
el Consejo condenara el sabotaje contra el avión de Cubana 
de Aviación. Del mismo modo que Cuba repudiaba el terro-
rismo internacional, exigía que se pusiera fin de inmediato al 
terrorismo que en su contra promovía, estimulaba o toleraba 
el Gobierno de los Estados Unidos.

En una carta de fecha 8 de mayo de 1992 dirigida al 
Presidente del Consejo de Seguridad16, el representante de 
Cuba reiteró su solicitud de que se convocara una reunión. 
Señalaba a la atención del Presidente que se trataba de una 
solicitud oficial presentada por un Estado Miembro de las 
Naciones Unidas en ejercicio del derecho que le confería el 
Artículo 35 de la Carta de las Naciones Unidas y tomando 

14 S/23850.
15 Véase también “Temas relacionados con la Jamahiriya Árabe Li-

bia” en el presente capítulo (secc. 3).
16 S/23890.
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cambio pacífico y democrático en Cuba y no tenían inten-
ciones hostiles contra ese país. Su Gobierno no respaldaba ni 
aprobaba los preparativos realizados en los Estados Unidos 
para el derrocamiento violento del Gobierno de Cuba, ni los 
esfuerzos hechos desde los Estados Unidos para fomentar la 
violencia en Cuba. Negó las acusaciones concretas formula-
das por el representante de Cuba y se refirió a una declara-
ción distribuida en el Consejo21 que describía estas acusacio-
nes en más detalle.

El representante de Cuba formuló otra declaración en 
que, con relación a la queja de que estaba planteando una 
cuestión que había ocurrido 15 años antes, afirmó que los 
hechos seguían ocurriendo justo antes de que el Consejo ini-
ciara su sesión22.

21 S/PV.3080, págs. 36 a 38, refiriéndose al documento S/23989.
22 Ibíd., págs. 38 a 40.

y determinación para que se castigase debidamente a los 
culpables. Mencionó en detalle numerosas otras actividades 
terroristas y amenazas contra su país promovidas y organi-
zadas por expatriados cubanos que vivían en Miami en el 
estado de Florida (Estados Unidos de América). Por último, 
declaró que esperaba que el Consejo respaldara el proyecto 
de resolución, cuyos elementos principales resumió como se 
indica a continuación20.

El representante de los Estados Unidos reconoció que 
uno de los principios fundamentales de las Naciones Unidas 
era que todos los países, fuesen o no miembros del Consejo, 
tenían derecho a ser escuchados. Lamentaba, sin embargo 
que Cuba hubiese abusado del valioso tiempo del Consejo 
para hacer acusaciones sin fundamento contra su país, tra-
tando de calificarlo de defensor del terrorismo internacional 
y protector de terroristas. Los Estados Unidos apoyaban un 

20 S/PV.3080, págs. 6 a 36.

12. Cuestiones relativas a Haití
Actuaciones iniciales

A. Carta, de fecha 30 de septiembre de 1991, 
dirigida al Presidente del Consejo 
de Seguridad por el Representante 
Permanente de Haití ante las 
Naciones Unidas

En una carta de fecha 30 de septiembre de 1991 dirigida al 
Presidente del Consejo de Seguridad1, el representante de 
Haití solicitó que se convocara de inmediato una sesión del 
Consejo a fin de examinar la situación en Haití y sus conse-
cuencias para la estabilidad regional.

En su 3011a. sesión, celebrada el 3 de octubre de 1991, 
el Consejo incluyó la carta del representante de Haití en su 
orden del día y examinó la cuestión. El Consejo invitó a los 
representantes del Canadá, Haití y Honduras, a petición de 
éstos, a participar en los debates sin derecho de voto.

El Presidente (India) señaló a la atención del Consejo 
otros dos documentos dirigidos al Secretario General: una 
nota verbal del representante de Panamá de fecha 2 de oc-
tubre de 19912; y una carta de fecha 3  de octubre de 1991 
enviada por los representantes del Ecuador y de los Estados 
Unidos de América3, por la que se transmitía el texto de la 
resolución MRE/RES.1/91, aprobada el 2 de octubre de 1991 
en una reunión de Ministros de Relaciones Exteriores de la 
Organización de Estados Americanos (OEA). En su resolu-
ción, la OEA, entre otras cosas, condenaba enérgicamente 
los graves hechos que sucedían en Haití y exigía la plena vi-
gencia del estado de derecho y la inmediata restitución del 
Presidente Aristide en el ejercicio de su legítima autoridad; 
solicitaba al Secretario General de la OEA que, en unión de 
un grupo de Ministros de Relaciones Exteriores de Estados 
miembros se trasladara con urgencia a Haití, expresara a 

1 S/23098.
2 S/23105.
3 S/23109.

quienes detentaban el poder de hecho el rechazo de los Esta-
dos americanos a la interrupción del orden constitucional e 
hiciera de su conocimiento las decisiones adoptadas en la Re-
unión de la OEA; recomendaba a los Estados que procuraran 
el aislamiento diplomático de quienes detentaban de hecho 
el poder en Haití; recomendaba a todos los Estados que sus-
pendieran sus vínculos económicos, financieros y comercia-
les con Haití, así como la ayuda y cooperación técnica que 
fuera del caso, con excepción de los aspectos estrictamente 
humanitarios; instaba a todos los Estados que se abstuvieran 
de otorgar todo tipo de asistencia militar, policial o de segu-
ridad y de transferir armamentos, municiones y equipos a 
Haití; y exhortaba a las Naciones Unidas y sus organismos 
especializados a que tuvieran en cuenta el espíritu y los obje-
tivos de la resolución.

Al iniciar el debate, el Presidente de Haití, Jean-Ber-
trand Aristide, afirmó que la amenaza a la democracia en 
Haití constituía una amenaza a la democracia en todo el 
mundo. La comunidad internacional había condenado con 
firmeza el golpe de Estado y, por conducto de la OEA, estaba 
tratando de negociar una solución. En su opinión, con el apo-
yo del Consejo, esa labor podía reforzarse aún más y podían 
salvarse numerosas vidas. Hizo hincapié en que la comuni-
dad internacional no debía tratar de decidir por el pueblo 
de Haití sino, más bien, con él. Los haitianos se oponían a la 
dictadura y esperaban contar con el apoyo del Consejo para 
proteger los derechos humanos. Esta protección suponía la 
adopción de medidas que fortalecieran las instituciones en el 
país y permitieran hacer frente a estructuras de explotación, 
injusticia y dictadura. El Presidente Aristide dijo que agrade-
cería el envío de una delegación a Haití para “hacer justicia 
como debía hacerse más allá de las fronteras” de modo que 
“esos criminales” abandonaran el poder. También agrade-
cería toda ayuda para reforzar las estructuras democráticas 
en Haití, en particular asistencia humanitaria para estable-
cer una fuerza policial capaz de proteger vidas y bienes, sin 
ninguna obligación de prestar apoyo al ejército. Gracias a la 


